PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y  LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE LEY

ARTÍCULO 1°:  Modifícase el Artículo 40, de la Ley 13.297, el que quedará redactado de la siguiente forma:   “ARTICULO 40°: Autorízase al Ministerio de Economía, a constituir dentro del plazo de sesenta (60) días contado a partir de la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley, la Comisión Asesora por cada Partido, prevista por el Artículo 60° de la Ley 10.707 para la consideración de la valuación general de la tierra urbana y suburbana libre de mejoras. Los valores resultantes se tendrán por válidos conforme lo establezca la Dirección Provincial de Catastro Territorial.”

ARTÍCULO 2°:  De forma.-

FUNDAMENTOS


        La Ley de Catastro Territorial número 10.707,  permitió a la Provincia de Buenos Aires establecer parámetros adecuados de Valuación Fiscal, acordes con la realidad que el país vivía en ese momento, y con los ingresos medios de los titulares de dominio de los inmuebles ubicados dentro del territorio provincial, que les permitía afrontar los pagos de los tributos derivados de la aplicación del Impuesto Inmobiliario.-

De acuerdo a dicha Ley el revalúo de la tierra debe llevarse a cabo cada diez años pero considerando las variaciones económicas surgidas como consecuencia del año 2001 el Gobierno Provincial consideró oportuno que de acuerdo a los mecanismos impuestos por dicha ley se adelantara para este año 2005 el revalúo de las tierras de la Provincia de Buenos Aires y a su vez en el último párrafo del articulo 40 de la Ley 13297 su aplicación para el año 2006.

        
        No obstante la recuperación posterior a la crisis iniciada a principios del año 2001, las retribuciones de la generalidad de la población, no han alcanzado niveles que los asemejen (en ciertos casos), a la recuperación de las valuaciones de los inmuebles que sus titulares detentan; así, la aplicación de un revalúo general a partir de Enero de 2006, que actualizaría las valuaciones del padrón inmobiliario provincial ajustándolos a pautas de mercado, no atenderían a una equidad o justicia distributiva para los titulares de esos inmuebles (en lo casos de aumentos valuatorios), por cuanto sus ingresos no han seguido igual curva de ajuste a la de las valuaciones inmobiliarias.-

Teniendo en cuenta que en esta etapa aún crítica en la que desde todos los ámbitos laborales estatales y privados se están negociando los nuevos pisos salariales que todavía distan bastante de los valores de la canasta básica familiar, es impensable la aplicación generalizada del revalúo de la tierra urbana, suburbana y rural a los efectos de la aplicación de los tributos provinciales.

De la misma manera los municipios que aplican su tasa sobre las mismas valuaciones que imponen los organismos provinciales se encontrarían en difícil situación al tener que modificar la misma  generando una sensación de injusticia al considerar la relación de los ingresos y el valor de la tierra que en muchos casos se ha revalorizado por intereses de sectores minoritarios.
                   De tal manera, la recuperación de ingresos provinciales, producto de la “cobrabilidad” actual, podría dar origen a una morosidad mayor de los contribuyentes y generar que esos mismos contribuyentes (hoy pagadores puntuales de sus tributos), sufrieran el impacto que  nuevos valores impositivos (sumados a otras modificaciones de precios del mercado), generarían en su ámbito patrimonial, impidiéndoles afrontar gravámenes imposibles de ser abonados sin desmedro de dejar de atender a su salud, su alimentación, la escolaridad de las familias provinciales, etc., lo que –a su vez y como efecto cascada- generaría una “huida” de los potenciales inversores (tanto particulares para viviendas, como empresarios, para urbanizaciones o explotaciones), hacia otros territorios.
               Por todo ello, y sin perjuicio de atender a los resultados a los que arriben las distintas Comisiones Asesoras, resulta prudente –dentro de lo que dicho término conlleva en sí mismo- deferir la fijación de esos parámetros valuatorios, para permitir que, efectivamente recuperados para todos y no para unos pocos, el adecuado nivel de ingresos necesario para sustentar una vida digna dentro del contexto social e individual, permita a nuestros ciudadanos afrontar el pago de sus tributos sin mengua de la  calidad de vida a la que cada uno de ellos tiene derecho.-

              Por todo lo expuesto, solicitamos del Señor Presidente, la aprobación del presente Proyecto de Ley.- 

